
ARTÍCULO 85. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para la adecuada destinación productiva de
las tierras baldías de la Nación que tengan aptitud agropecuaria y/o forestal, el Incoder procederá
a adjudicar dichas tierras de acuerdo con los criterios que defina el Consejo Directivo para las
zonas de colonización, de reserva campesina y de desarrollo empresarial.

ARTÍCULO 86. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En las zonas de colonización, o donde se
lleven a cabo procesos de esa índole según la caracterización y delimitación que efectúe el
Consejo Directivo del Incoder, las tierras baldías se adjudicarán con el fin de regular y ordenar su
ocupación por parte de los colonos, así como limitar la propiedad superficiaria que pertenezca al
dominio privado, según los principios, objetivos y criterios orientadores de la presente Ley, con
el propósito de fomentar su aprovechamiento y desarrollo productivo sostenible y crear las
condiciones para la adecuada consolidación de la economía de los colonos.

ARTÍCULO 87. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En todas las reglamentaciones que expida
el Consejo Directivo del Incoder relacionadas con las zonas o los procesos de colonización, se
incluirán las normas básicas que regulan la conservación, protección y utilización racional de los
recursos naturales, bajo criterios de desarrollo humano sostenible en la respectiva región, y se
determinarán de manera precisa las áreas que por sus características especiales no pueden ser
objeto de ocupación y explotación.

ARTÍCULO 88. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Consejo Directivo del Incoder podrá
declarar zonas de reserva campesina, aquellas áreas geográficas en las predominen tierras baldías
de la Nación, que por sus características agroecológicas y socioeconómicas regionales, puedan
ser seleccionadas para su desarrollo mediante la adjudicacion a pequeños y medianos
productores. En los reglamentos respectivos se indicarán las extensiones mínimas y máximas que
podrán adjudicarse, determinadas en Unidades Agrícolas Familiares, los requisitos, condiciones
y obligaciones que deberán acreditar y cumplir los adjudicatarios de los terrenos, así como las
áreas máximas de propiedad privada que podrán tenerse por cualquier persona natural o jurídica,
en común y pro indiviso.

ARTÍCULO 89. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las actividades que desarrolle el Incoder
en los procesos de colonización y en las zonas de reserva campesina estarán orientadas a eliminar
la concentración de la propiedad rural o su fragmentación antieconómica; corregir o evitar el
acaparamiento de tierras baldías a través de la adquisición o implantación de mejoras; controlar y
restringir mediante actos de carácter general la expansión inadecuada de la frontera agropecuaria
del país; regular la ocupación de las tierras baldías y fortalecer los espacios de concertación
social, política, ambiental y cultural entre el Estado y las comunidades rurales, garantizando su
adecuada participación en las instancias de planificación y decisión local y regional.

ARTÍCULO 90. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Previos los estudios correspondientes, el
Consejo Directivo del Incoder podrá delimitar áreas de baldíos que tendrán el carácter de zonas
de desarrollo empresarial en las cuales la ocupación y acceso a la propiedad de las tierras baldías
se sujetará a las regulaciones, limitaciones y ordenamientos especiales que establezca el Instituto,
para facilitar la incorporación de sistemas modernos de producción sustentable, en áreas ya
intervenidas, conservando el equilibrio entre la oferta ambiental y el aumento de producción por
medio de la inversión de capital, dentro de criterios de racionalidad y eficiencia, y conforme a las



políticas que adopte el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural sobre el particular.

ARTÍCULO 91. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las sociedades de cualquier índole que
sean reconocidas por el Ministerio de Agricultura como empresas especializadas del sector
agrícola, pecuario, pesquero o forestal, podrán solicitar la adjudicación de terrenos baldíos en las
Zonas de Desarrollo Empresarial establecidas en el artículo, en las extensiones que al efecto
determine el Consejo Directivo del Incoder, de conformidad con lo previsto en la reglamentación
que el Gobierno expida para el efecto.

En todo caso, el incumplimiento de las obligaciones de aprovechamiento productivo de tales
predios dará lugar al acaecimiento de la condición resolutoria de la adjudicación y a la
recuperación de los terrenos baldíos.

PARÁGRAFO. Tal adjudicación sólo será procedente cuando el uso del baldío se haya llevado a
efecto en virtud de un contrato celebrado con el Instituto, mediante el cual la sociedad se
comprometa a trabajar una superficie no menor de las dos terceras partes de la extensión
solicitada, en los cultivos, actividad ganadera, acuícola o forestal convenida, dentro de los cinco
(5) años siguientes a la fecha del contrato respectivo. Cuando la sociedad adjudicataria requiera
para su trabajo una extensión adicional a la inicialmente adjudicada, podrá permitirse por una
sola vez la elaboración de un nuevo contrato de uso en favor de la sociedad, hasta por una
extensión igual, por un término de dos (2) años, al vencimiento del cual, si hubiere dado
cumplimiento a las obligaciones contraídas, se autorizará la venta del terreno baldío conforme al
precio que señale el Consejo Directivo. En todo caso, el incumplimiento de las obligaciones
durante la vigencia del contrato dará lugar a la declaratoria de caducidad y a la recuperación de
los terrenos baldíos.

TITULO V.

DE LOS PROGRAMAS DE ADECUACION DE TIERRAS.

CAPITULO I.

DEL SUBSIDIO PARA LA ADECUACIÓN DE TIERRAS.

ARTÍCULO 92. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Establézcase un subsidio para la
realización de obras de adecuación de tierras en las modalidades y procedimientos que para tal
fin se establecen en esta Ley, con cargo al presupuesto del Incoder, que se otorgará por una sola
vez a los pequeños productores que libremente se postulen para recibirlo, con arreglo a las
políticas que señale el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y a los criterios objetivos y
transparentes de elegibilidad y de calificación que para el efecto determine el Gobierno Nacional.

ARTÍCULO 93. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Podrán ser beneficiarios del subsidio las
Asociaciones de Usuarios ya establecidas, o que se establezcan de conformidad con lo previsto
en la presente Ley, con el fin de adelantar proyectos colectivos de adecuación de tierras que
cumplan con las condiciones técnicas, económicas, sociales y ambientales establecidas por el
Gobierno Nacional, y que tengan como propósito fundamental el incremento de la productividad
y la rentabilidad de las producciones agrícolas y/o forestales.



ARTÍCULO 94. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los aspirantes a obtener el subsidio para
adecuación de tierras deben:

a) Presentar la correspondiente solicitud ante el Incoder, acompañada de la descripción del
proyecto que se adelantará en sus predios para mejorar las condiciones de riego, drenaje o control
de inundaciones, o para ampliar, rehabilitar o transformar obras ya existentes;

b) También podrán solicitar del Instituto la prestación de la asesoría que fuere necesaria para
facilitar la formulación del proyecto y para verificar que este cumple con los requisitos técnicos y
económicos establecidos en los reglamentos correspondientes;

c) Cuando el proyecto materia de subsidio incluya obra o adecuación sobre planicies inundables
o zonas de amortiguación de aguas se requerirá aprobación expresa y previa expedida por la
autoridad ambiental regional competente.

ARTÍCULO 95. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las Asociaciones de Usuarios de las obras
de adecuación de tierras que aspiren a recibir el subsidio mencionado deberán constituirse en la
autoridad administradora que será responsable de operar, mantener y conservar las obras, lo
mismo que recuperar las tasas que se cobren por el servicio prestado. También estará a su cargo
la obtención de las concesiones de aguas superficiales y subterráneas necesarias para el
aprovechamiento de estas en beneficio del proyecto, y administrar el derecho de uso de dichas
aguas por los beneficiarios directos. No podrá el Incoder asumir responsabilidad alguna en el
manejo y operación de los proyectos que se adelanten con estos subsidios.

PARÁGRAFO. En las obras y estudios que se adelanten para la adecuación de tierras en
territorios indígenas, deberá estarse a lo normado por la Ley 21 de 1991.

ARTÍCULO 96. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Incoder expedirá el Manual de Normas
Técnicas Básicas que reunirá las exigencias técnicas, económicas, sociales y ambientales para la
formulación y realización de proyectos de adecuación de tierras, al cual deben someterse todos
los proyectos que aspiren a recibir el subsidio mencionado. Además establecerá servicios de
apoyo a los campesinos, minorías étnicas y sus asociaciones, con el fin de promover y facilitar la
elaboración de los estudios de prefactibilidad, factibilidad y los diseños de los proyectos de
adecuación de tierras, así como para orientar las gestiones relacionadas con la financiación de los
mismos.

Una vez adjudicado el subsidio y previo al primer desembolso, el Incoder adelantará las acciones
necesarias para verificar las condiciones de los beneficiarios del predio, cuyo subsidio de
adecuación fue aprobado.

En el caso en el cual el Incoder encuentre que el proyecto de adecuación no satisface
completamente uno o más requisitos de los contenidos en las condiciones de la convocatoria, el
beneficiario deberá subsanar las deficiencias en el término de quince (15) días hábiles so pena de
perder el derecho al subsidio por virtud de la ley.

Cuando se asigne el subsidio a un proyecto que cumpla con las anteriores condiciones, el Incoder
será el responsable de adelantar directamente, o a través de terceros, las actividades de
interventoría y seguimiento que se estipulen en los reglamentos.



ARTÍCULO 97. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las entidades territoriales, las
organizaciones campesinas, las entidades del sector solidario, las entidades sin ánimo de lucro,
los gremios agropecuarios y demás organismos que sean autorizados por el reglamento, podrán
presentar solicitudes de subsidio a nombre de las asociaciones de usuarios ya mencionadas,
cuando se trate de alianzas productivas, de proyectos colectivos de interés regional o de
integración de cooperativas de producción, y podrán aportar recursos propios para la
cofinanciación del subsidio.

ARTÍCULO 98. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para establecer las condiciones de
elegibilidad y de calificación de los proyectos de adecuación de tierras para acceder al
mecanismo del subsidio, el Gobierno Nacional señalará los requisitos o exigencias mínimas que
deben cumplir los aspirantes al subsidio, incluyendo criterios de índice de pobreza, número de
familias beneficiarias, las normas técnicas sobre diseño y construcción de obras de riego, drenaje
y protección contra inundaciones, así como la calidad de los suelos, las tecnologías de
producción, la ubicación geográfica, la disponibilidad de aguas, la topografía del terreno, el costo
de adecuación por hectárea y las condiciones de mercadeo de los productos agropecuarios y
forestales en la región.

ARTÍCULO 99. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Autorízase al Gobierno Nacional para
establecer el monto del subsidio para la adecuación de tierras, el cual será un valor único por
hectárea, distinguiendo dos tipos de subsidios en función de su objetivo, ya sea para construcción
de nuevos proyectos, o para la rehabilitación de proyectos existentes. El subsidio para
rehabilitación será equivalente a la mitad del subsidio para construcción.

ARTÍCULO 100. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El subsidio para adecuación de tierras a
que se refiere este Capítulo será administrado por el Incoder, ya sea directamente o mediante la
celebración de contratos de encargo fiduciario o de fiducia pública, y se adjudicará a campesinos,
pequeños y medianos productores y a comunidades de grupos étnicos mediante procedimientos
de libre concurrencia por convocatorias abiertas que se llevarán a cabo al menos dos veces por
año. Las Oficinas Departamentales del Incoder promoverán el desarrollo de esta modalidad,
tendrán a su cargo la difusión de los respectivos reglamentos y asesorarán a los campesinos,
grupos étnicos y a sus organizaciones, a las entidades territoriales y a las entidades privadas en la
identificación y formulación de los proyectos productivos.

ARTÍCULO 101. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Gobierno Nacional asignará al Incoder
los recursos necesarios para financiar el subsidio para adecuación de tierras, el cual se pagará de
acuerdo con el reglamento que para tal efecto expida el Consejo Directivo del Incoder. De
cualquier forma, se establecerá un pago inicial para el inicio de obras y un pago final, a la
comprobación de la realización de las inversiones respectivas. Los aportes de Presupuesto
Nacional se ubicarán en el Fondo Nacional de Adecuación de Tierras, Fonat, con el objeto
exclusivo de financiar la formulación y realización de proyectos colectivos de adecuación de
tierras de iniciativa particular.

En todo caso, el giro de los subsidios y las adquisiciones de tierras deberán someterse al
programa anual de caja de la entidad, y se podrá adelantar en todo el territorio nacional, con
arreglo a las políticas, criterios y prioridades que señalen el Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural y el Consejo Directivo del Incoder.



PARÁGRAFO. Los recursos del Fondo Nacional de Adecuación de Tierras, Fonat, provendrán
de las siguientes fuentes:

1. Las partidas que se le asignen en el Presupuesto General de la Nación.

2. Los créditos nacionales o externos que, con garantía del Gobierno Nacional, se contraten para
el Fondo.

3. Los aportes que hagan las entidades territoriales.

4. Los recursos de cooperación técnica que se otorguen para el cumplimiento de su objeto.

5. Los rendimientos financieros de sus inversiones.

6. Las donaciones y aportes que le hagan entidades públicas o privadas, nacionales y extranjeras.

ARTÍCULO 102. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Comisión Nacional de Crédito
Agropecuario, CNCA, establecerá una línea especial de redescuento para los créditos de
producción de los beneficiarios del subsidio de adecuación de tierras, cuyo margen de
redescuento será del 100%, con plazos, períodos de gracia, y condiciones financieras adaptadas a
las características de los proyectos, a las tasas de interés más favorables del mercado y con el
respaldo del Fondo Agropecuario de Garantías, FAG, si se tratare de población que cuenta con
dicho privilegio según las normas que reglamentan el FAG. Los intereses correspondientes a los
períodos de gracia podrán ser capitalizados y diferidos durante el período de pago.

ARTÍCULO 103. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El subsidio otorgado para la adecuación
de tierras quedará siempre sometido a una condicion resolutoria, dentro de los siete (7) años
siguientes a su otorgamiento, en el evento de que el beneficiario incumpla con las exigencias y
obligaciones previstas en la presente ley durante el término señalado. Son hechos constitutivos
del acaecimiento o cumplimiento de la condición resolutoria, los siguientes:

a) El incumplimiento de alguna de las condiciones relacionadas con la construcción, operación y
manejo de las obras de adecuación de tierras;

b) Si se estableciere que el predio no está siendo utilizado adecuadamente;

c) Si se comprobare que el productor incurrió en falsedades para acreditar los requisitos como
beneficiario del subsidio;

d) Si las en el área beneficiada con el proyecto de riego se implantaren cultivos ilícitos.

Emitido el Acto Administrativo que declara el acaecimiento del hecho generador de la condición
resolutoria, el particular deberá desvirtuar la causal de incumplimiento invocada por el Incoder
para evitar que esta se haga efectiva.

ARTÍCULO 104. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Cumplida la condición resolutoria
conforme al reglamento que para el efecto expida el Consejo Directivo, los beneficiarios del
subsidio deberán restituirlo a su valor presente al Incoder, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) El ciento por ciento (100%) del valor presente del subsidio si el incumplimiento se produce



durante los tres (3) años siguientes a su otorgamiento;

b) El setenta y cinco (75%) del valor presente del subsidio si el incumplimiento se produce
durante el cuarto año siguiente a su otorgamiento;

c) El cincuenta por ciento (50%) del valor presente del subsidio si el incumplimiento se produce
durante el quinto año siguiente a su otorgamiento;

d) El veinticinco (25%) del valor presente del subsidio si el incumplimiento se produce durante
el sexto año siguiente a su otorgamiento.

ARTÍCULO 105. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Consejo Directivo del Incoder
reglamentará lo relativo a la recuperación de la cuantía entregada a título de subsidio, cuando se
verifique el incumplimiento de las exigencias y condiciones antes anotadas.

CAPITULO II.

DE LOS PROYECTOS A CARGO DEL INCODER.

ARTÍCULO 106. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Gobierno Nacional podrá adelantar la
construcción de obras de adecuación de tierras sólo cuando se trate de proyectos de interés
estratégico para el desarrollo del sector agropecuario y/o forestal y para el progreso de las zonas
rurales, que tengan alta rentabilidad económica y social, con una localización preferencial
respecto a los puertos de exportación y/o los grandes centros de consumo, y que se realicen en
áreas de alta concentración de pequeños y medianos productores. Para que estos proyectos sean
denominados como de interés estratégico para el desarrollo del sector agropecuario por parte del
Gobierno Nacional, deberán estar incorporados al Plan Nacional de Desarrollo y haber sido
aprobados por el Consejo Nacional de Política Económica y Social, Conpes.

ARTÍCULO 107. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Incoder será responsable de la
ejecución, coordinación y control de estos proyectos, para lo cual supervisará, entre otras, las
siguientes actividades:

1. Revisar los estudios de prefactibilidad, factibilidad y diseños de los proyectos de adecuación
de tierras, realizar las acciones necesarias para obtener la financiación de las obras y llevar a cabo
su construcción, todo ello de acuerdo con las políticas y directrices trazadas por el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural.

2. Verificar la aplicación del manual de normas técnicas que expida el Consejo Directivo del
Incoder para la realización de obras de riego, drenaje y protección contra inundaciones.

3. Adquirir mediante negociación directa o expropiación los predios, franjas de terreno y mejoras
de propiedad de particulares o de entidades públicas, que se necesiten para la ejecución y
desarrollo de las obras de adecuación de tierras. Cuando se requiera la ocupación transitoria así
como la imposición de servidumbres para ejecutar las obras públicas de adecuación de tierras, se
aplicarán las disposiciones del Capítulo III del Decreto-ley 222 de 1983, las normas de la Ley 80
de 1993, sus reglamentos y disposiciones que la sustituyan o complementen, las del Código Civil
y de Comercio, en lo que fueren pertinentes, las que permita la autonomía de la voluntad y
requiera el cumplimiento de los fines misionales. El proceso de expropiación se adelantará



conforme a las reglas establecidas en el Título XXIV del Código de Procedimiento Civil y demás
normas concordantes.

4. Realizar estudios de identificación de las fuentes hidrográficas y obtener las licencias de
concesión de aguas superficiales y subterráneas correspondientes, para el aprovechamiento de
estas en beneficio del respectivo proyecto.

5. Adelantar las acciones tendientes a cofinanciar estos proyectos, con aportes de los
departamentos, municipios, organizaciones de productores, otros organismos financieros
nacionales o extranjeros, o con particulares.

6. Establecer el monto de las inversiones públicas que se requieren en la construcción del
proyecto para tramitar su incorporación al presupuesto de Instituto, y señalar las cuotas de
recuperación de tales inversiones a cargo de los beneficiarios directos de las obras.

7. Establecer mediante Acuerdo del Consejo Directivo, las opciones sobre tarifas básicas
aplicables a los usuarios diferenciadas por estratos de patrimonio e ingresos, de tal forma que
cubran los costos reales de administración, operación y mantenimiento, así como los gastos de
reposición de los equipos en cada Distrito, y los de protección y conservación de las respectivas
cuencas.

8. Expedir los reglamentos que contengan las directrices en asuntos de dirección, manejo y
aprovechamiento de los Distritos de Adecuación de Tierras, a los cuales deben someterse las
asociaciones de usuarios.

9. Promover la participación activa de las comunidades beneficiarias durante el desarrollo de los
proyectos; estimular su organización en asociaciones de usuarios de distritos de adecuación de
tierras; proporcionar asesoría jurídica y asistencia técnica para su constitución y ofrecer servicios
de capacitación para que asuman directamente la responsabilidad de administrar, operar y
conservar las obras.

10. Delegar la administración y operación de los Distritos en las asociaciones de usuarios, o en
otras organizaciones públicas o privadas, y expedir los reglamentos a los cuales se deben ajustar
dichas organizaciones para garantizar un adecuado funcionamiento de los proyectos.

11. Expedir los presupuestos ordinarios de administración, operación, conservación y
mejoramiento de los Distritos de Adecuación de Tierras, aprobar estos presupuestos cuando sean
expedidos por las organizaciones administradoras, recuperar la cartera por las inversiones
realizadas en las obras, recaudar los derechos por los servicios que preste y las tarifas por las
aguas que administre.

12. Vigilar y controlar las asociaciones u organizaciones encargadas de la administración y
operación de los Distritos y sancionar, de acuerdo con el reglamento, a quienes infrinjan las
normas de operación y manejo de los Distritos.

13. Las demás que establezca el Consejo Directivo.

ARTÍCULO 108. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En desarrollo de las obras ejecutadas
directamente por el Incoder, el Consejo Directivo reglamentará lo relacionado con la
recuperación del monto de las inversiones comprometidas en la ejecución del proyecto. Cada
inmueble ubicado en el área de influencia de un Distrito de Riego, sin excepción, deberá



responder por una cuota parte de las inversiones realizadas en proporción a los beneficios
recibidos, de acuerdo con los parámetros que se establecen en esta Ley.

ARTÍCULO 109. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las inversiones en adecuación de tierras
sujetas a recuperación, estarán constituidas, entre otros, por el valor de los siguientes conceptos:
los estudios de factibilidad, el valor de los terrenos utilizados en las obras, las servidumbres de
beneficio colectivo, las obras civiles realizadas, los equipos electromecánicos instalados, los
costos financieros de los recursos invertidos, la maquinaria y los equipos iniciales para la
operación y conservación del Distrito, y la porción de los costos de protección y recuperación de
las cuencas respectivas. El cálculo y liquidación de las inversiones en obras de adecuación de
tierras se hará por su valor real, incluidos los costos financieros, teniendo en cuenta las áreas
directamente beneficiadas por los diferentes componentes de las obras, aplicando el índice de
precios que determine el Consejo Directivo en el respectivo reglamento.

ARTÍCULO 110. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para la liquidación del costo
proporcional de las inversiones se utilizará el siguiente procedimiento: Se delimitará el área del
Distrito que se beneficia con cada componente de adecuación de tierras como riego, drenaje y
control de inundaciones; luego se cuantificará el valor de la inversión en cada componente y
después se dividirá este valor por su respectiva área beneficiada. El factor resultante de las
operaciones anteriores se multiplicará por la superficie estimada a beneficiar en cada predio, con
los componentes de obras a que se hace referencia en este artículo. Los propietarios serán
clasificados por estrato económico, según sus ingresos de manera que a los estratos inferiores se
les asignen cuotas proporcionalmente inferiores. La suma de los resultados anteriores, constituirá
la base para calcular la cuota parte con que deben contribuir a la recuperación de las inversiones
públicas los propietarios de los predios.

PARÁGRAFO. Los beneficiarios de los Distritos de Adecuación de Tierras que se ejecuten bajo
la responsabilidad del Incoder, podrán recibir el subsidio único por hectárea de que trata la
presente Ley. Para ello, el valor del subsidio único por hectárea que esté vigente a la fecha de la
liquidación, será descontado de la cuota parte de que trata el presente artículo.

ARTÍCULO 111. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Constituyen motivos de utilidad pública
e interés social para la adquisición y expropiación de inmuebles rurales, franjas de terrenos,
derechos y mejoras de propiedad de propiedad privada, o que formen parte del patrimonio de
entidades de derecho público, para la construcción de obras públicas de adecuación de tierras
tales como embalses, riego, avenamiento, drenaje y control de inundaciones, los contemplados en
el numeral 3 del artículo 5o de la presente ley.

Si los propietarios de tales predios, franjas y mejoras no los negociaren voluntariamente
conforme al procedimiento de negociación voluntaria que establezca el Gobierno mediante
reglamento, el Instituto podrá adelantar el proceso de expropiación en la forma prevenida en lo
dispuesto para el proceso de expropiación judicial en esta ley y en las demás disposiciones
concordantes.

Se considera que hay motivos de utilidad pública e interés social en el establecimiento de
servidumbres de tránsito, desagüe, drenaje, acueducto y demás que sean necesarias para la
ejecución de las obras de adecuación de tierras.



ARTÍCULO 112. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Nación asignará un monto de recursos
destinados a cubrir el valor correspondiente a un porcentaje del cincuenta por ciento (50%) del
costo de la energía eléctrica debidamente comprobado por las electrificadoras de cada región, de
los usuarios de los distritos de riego y de los distritos de riego administrados por el Estado o por
las asociaciones de usuarios debidamente reconocidas por el Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural.

PARÁGRAFO 1o. Para el caso de los usuarios de distritos de riego cuya facturación sea
individual, este beneficio se otorgará sólo para aquellos que no posean más de cincuenta (50)
hectáreas.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos de la clasificación de los usuarios del servicio de energía
eléctrica, según la ley 142 de 1994, la utilización de la energía eléctrica para riego dirigido a la
producción agropecuaria se clasificará dentro de la clase especial, la cual no pagará contribución.
Además con el objeto de comercializar la energía eléctrica, los usuarios de los distritos de riego
se clasificarán como usuarios no regulados.

ARTÍCULO 113. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Sistema Nacional de Desarrollo Rural,
propenderá por la investigación, manejo y desarrollo de las zonas secas; en ese sentido, elaborará
estudios, investigaciones y garantizará la financiación de planes, proyectos y programas de
utilidad pública e interés social encaminados a la recuperación de los suelos áridos y semiáridos,
para aprovechamiento en actividades productivas, especialmente en proyectos agroindustriales,
para lo cual se procurará la cofinanciación con las entidades territoriales y la empresa privada; así
como de organismos internacionales. Corresponde anualmente al Sistema Nacional de Desarrollo
Rural realizar un diagnóstico indicativo de la recuperación de los suelos áridos y semiáridos, y la
recuperación de los mismos para desarrollo agroindustrial.

CAPITULO III.

DE LAS ASOCIACIONES DE USUARIOS.

ARTÍCULO 114. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Son usuarios de los Distritos de
Adecuación de Tierras todas las personas naturales o jurídicas que hagan uso adecuado en
calidad de dueño, tenedor o poseedor de buena fe, acreditado con justo título de algún predio en
el área de dicho distrito, y en tal virtud deben someterse a las normas legales o reglamentarias
que regulen la utilización de los servicios, el manejo y conservación de las obras, y la protección
y defensa de los recursos naturales.

Los usuarios de un Distrito de Adecuación de Tierras, estarán organizados, para efectos de la
representación y manejo del Distrito, en una Asociación de Usuarios. Todo usuario de un Distrito
de Adecuación de Tierras adquiere, por ese solo hecho, la calidad de afiliado de la respectiva
asociación y, por lo mismo, le obligan los reglamentos y demás disposiciones que se apliquen a
dichos organismos y a sus miembros. Los usuarios de un Distrito de Adecuación de Tierras serán
solidariamente responsables con el propietario del predio, de las obligaciones contraídas por los
servicios prestados por el Distrito en el respectivo inmueble.

ARTÍCULO 115. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Corresponde a las asociaciones de
usuarios, conforme al reglamento que para tal efecto dicte el Consejo Directivo de Incoder, la



formulación y realización de proyectos colectivos de adecuación de tierras, para lo cual contarán
con toda la iniciativa y la capacidad de decisión en el desarrollo de todas sus fases, esto es, la
identificación, formulación, construcción, administración, operación y conservación de las obras,
y tendrán las siguientes funciones:

1. Promover la ejecución de los proyectos de adecuación de tierras y representar a sus afiliados
en los procesos de obtención del subsidio para la adecuación de tierras.

2. Asegurar la contratación de los bienes y servicios necesarios para adelantar los estudios y la
construcción de las obras, la definición de la modalidad con la que se adelantarán dichos estudios
y obras, la contratación de la interventoría, y la definición de los mecanismos de financiación
necesarios para complementar los recursos propios para adelantar los estudios y obras.

3. Determinar las tarifas sin estratificación y cuotas, para cubrir los costos de operacion,
aammistracion y conservacion de las obras del proyecto.

4. Administrar, operar y mantener las obras de los Distritos de Adecuación de Tierras una vez
terminadas, previa aprobación de los reglamentos respectivos por parte del Incoder.

5. Velar por la correcta ejecución de las obras y la utilización de los subsidios aprobados para el
proyecto.

6. Podrán subcontratar la administración de los Distritos con empresas especializadas.

7. Preparar los presupuestos de administración, operación y conservación del Distrito,
autorizados por el la Junta Directiva de la respectiva asociación.

8. Aplicar las tasas, tarifas y derechos por los servicios que se presten a los usuarios, y cobrar las
cuotas de recuperación de inversiones, cuando así se haya convenido en la formulación del
respectivo proyecto de adecuación de tierras.

9. Reglamentar el uso y operación de las obras y equipos; aplicar sanciones a quienes violen las
normas expedidas por el Incoder o por la propia asociación en materia de utilización de las obras
del Distrito, y asumir a nombre de este las obligaciones que se requieran dentro del giro ordinario
de su gestión.

10. Las demás que le señale el reglamento emitido por el Consejo Directivo del Incoder.

11. Obtener ante la autoridad Ambiental, la concesión de aguas superficiales y subterráneas
correspondientes para el aprovechamiento de estas en beneficio colectivo o individual dentro del
área de influencia del respectivo Distrito de Adecuación de Tierras. Corresponderá a la
respectiva Asociación de Usuarios el derecho de administrar el recurso hídrico dentro del área
del Distrito.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo anterior, las asociaciones pueden delegar sus funciones total o
parcialmente, en un organismo ejecutor, constructor, contratista o empresa especializada, sin que
por ello pierdan la responsabilidad sobre la definición y operación del proyecto y sus
implicaciones.

TITULO VI.

DE LOS PROGRAMAS ESPECIALES.



CAPITULO I.

RESGUARDOS INDÍGENAS Y MINORÍAS ETNICAS.

ARTÍCULO 116. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Ministerio del Interior y de Justicia
estudiará en los departamentos respectivos, las solicitudes de tierras de las comunidades
indígenas, negras y demás minorías étnicas, para dotarlas de las superficies indispensables que
faciliten su adecuado asentamiento y desarrollo. Con el objeto de proteger efectivamente los
derechos territoriales de los grupos étnicos consagrados en el artículo 63 de la Constitución
Política, conforme a lo dispuesto en el Convenio 169 de la OIT, la Convención Americana de los
Derechos Humanos que se refiere a la propiedad colectiva de las comunidades negras y para tal
efecto titulará baldíos y podrá adquirir directamente tierras, mejoras si a ello hubiere lugar.

Así mismo, constituirá, reestructurará, saneará y ampliará los resguardos de origen colonial, o
afectará baldíos previa clarificación sobre la vigencia legal de los respectivos títulos, con las
tierras poseídas por los miembros de la parcialidad a título individual o colectivo, y los predios
adquiridos o donados en favor de la comunidad por el Gobierno Nacional u otras entidades.

PARÁGRAFO. El Ministerio Publico, a través de la Procuraduría y la Defensoría del Pueblo,
harán seguimiento y control a los procesos de ampliación, saneamiento y constitución de
territorios indígenas y territorios colectivos de Comunidades Negras que se encuentran
represados en las distintas instituciones para garantizar el debido proceso y la vigencia de los
derechos fundamentales individuales y colectivos, de igual manera el Ministerio Público actuará
respecto de las solicitudes recientes o que estén iniciando su trámite.

ARTÍCULO 117. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los predios y mejoras que se adquieran
para la ejecución de los programas de constitución, saneamiento, reestructuración y ampliación
de resguardos y dotación de tierras a las Comunidades Indígenas, serán entregados a título
gratuito a los Cabildos o autoridades tradicionales de aquellas para que, de acuerdo a sus usos y
costumbres y de conformidad con las normas que las rigen, las administren y distribuyan de
manera equitativa entre todas las familias que las conforman.

ARTÍCULO 118. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Cabildo o la autoridad tradicional
adjudicará las tierras aptas para cultivo, excluyendo para su protección áreas ecológicas y
ambientalmente estratégicas, elaborando un cuadro de las asignaciones de solares del resguardo
que se hayan hecho o hicieren entre las familias de la parcialidad, las planillas serán entregadas al
Ministerio del Interior y de Justicia - Dirección de Etnias, con el fin de que se garantice la
distribución equitativa de las tierras. Para el efectivo cumplimiento de la adjudicación equitativa
de las tierras, los cabildos y/o autoridades indígenas, con su firma darán plena validez, sin que
sea exigible requisito adicional.

ARTÍCULO 119. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los programas de ampliación,
saneamiento y reestructuración de los resguardos indígenas, estarán dirigidos a facilitar el
cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad por parte de las comunidades,
conforme a sus usos o costumbres, a la preservación del grupo étnico y al mejoramiento de la
calidad de vida de sus integrantes.

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi verificará y certificará el cumplimiento de la función



social de la propiedad en los resguardos y el Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial, lo relacionado con la función ecológica que le es inherente, de conformidad con lo
previsto en el artículo 58 de la Constitución Política, la Ley 99 de 1993 y demás disposiciones
concordantes. La titulación de estas tierras deberá adelantarse con arreglo a las normas sobre uso
y manejo previstas en el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al
Medio Ambiente, o las que establezcan las autoridades competentes sobre la materia.

ARTÍCULO 120. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los terrenos baldíos determinados por el
antiguo Instituto Colombiano de Regorma Agraria, Incora, con el carácter legal de reservas
indígenas, constituyen tierras comunales de grupos étnicos para los fines previstos en el artículo
63 de la Constitución Política y la Ley 21 de 1991.

ARTÍCULO 121. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los territorios regular y
permanentemente utilizados por pueblos indígenas nómadas, seminómadas o agricultores
itinerantes para la caza, recolección u horticultura, que se hallaren situados en zonas de reserva
forestal a la vigencia de esta Ley, sólo podrán destinarse a la constitución de resguardos
indígenas, pero la ocupación y aprovechamiento deberán estar en concordancia con las
prescripciones que establezca el Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y las
disposiciones vigentes sobre recursos naturales renovables.

ARTÍCULO 122. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Instituto Colombiano de Desarrollo
Rural Incoder participará en las diligencias necesarias para la delimitación que el Gobierno
Nacional haga de las Entidades Territoriales Indígenas, de conformidad con lo señalado para tal
efecto en el artículo 329 de la Constitución Política y lo dispuesto en la Ley Orgánica de
Ordenamiento Territorial.

ARTÍCULO 123. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las solicitudes de constitución,
saneamiento, reestructuración o ampliación de resguardos indígenas deberán obligatoriamente
articularse a los procesos y decisiones de Ordenamiento Territorial con el fin de cumplir con la
función social y ecológica de la propiedad, lo anterior podrá articularse a los planes de vida de
las comunidades. Lo anterior mientras la ley orgánica de ordenamiento territorial establece los
principios y procedimientos para la constitución de las entidades territoriales indígenas.

PARÁGRAFO: No se podrán surtir procedimientos de constitución, ampliación o saneamiento
de resguardos indígenas dentro de los límites geográficos determinados en el artículo 2o de la
Ley 70 de 1993 u otras zonas del país que presenten similares condiciones.

En los casos de tierras pertenecientes a campesinos, estas no harán parte del resguardo y seguirán
rigiéndose por las decisiones y procesos del ordenamiento territorial, sin perjuicio de la
posibilidad de negociación de los predios en los términos de la presente Ley.

ARTÍCULO 124. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Ministerio del Interior y de Justicia -
Dirección de Etnias, se abstendrá de autorizar, iniciar o subsidiar los procedimientos de
negociación directa o de expropiación previstos en esta ley, si los predios rurales respectivos,
pretenden ser reivindicados o adquiridos por medio de la violencia. Las mejoras adquiridas en
esas condiciones, pasarán a ser propiedad de los legítimos dueños de la tierra.



PARÁGRAFO. Para la formulación, implementación y ejecución de programas y proyectos en
territorios de las comunidades indígenas y con el propósito de cumplir con el mandato legal de la
consulta previa, se garantizará a esas comunidades, adelantar el proceso de consulta con el
propósito de que la misma se convierta en instrumento para elaborar proyectos productivos
ambiental y culturalmente sustentables.

ARTÍCULO 125. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En desarrollo de lo previsto en el artículo
20 de la Ley 70 de 1993, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi verificará y certificará el
cumplimiento de la función social de la propiedad en las tierras de las Comunidades Negras. Las
solicitudes de adjudicación de tierras baldías que, conforme a los artículos 8o y 9o de dicha Ley
formulen los Consejos Comunitarios, deberán adecuarse obligatoriamente a los procesos y
decisiones de ordenamiento territorial que, conforme a los planes de vida, formulen sus consejos
comunitarios, con el fin de garantizar la función social y ecológica de la propiedad.

CAPITULO II.

ATENCIÓN A LA POBLACIÓN DESPLAZADA.

ARTÍCULO 126. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Agencia Presidencial para la Acción
Social y la Cooperación Internacional podrá otorgar subsidios o adquirir, tierras y mejoras de
propiedad privada, o los que formen parte de las entidades de derecho público, para su
adjudicación a la población afectada por el desplazamiento forzado.

PARÁGRAFO. Las normas atinentes a este capítulo se harán extensivas a otras víctimas de
violencia armada, aún cuando no tengan la condición de desplazadas, siempre que dicha calidad
sea previamente certificada por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.

ARTÍCULO 127. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Superintendencia de Notariado y
Registro, llevará un registro de los predios y territorios abandonados a causa de la violencia. Para
tal efecto, los Notarios Públicos y los Registradores de Instrumentos Públicos, procederán a
impedir cualquier acción de enajenación o transferencia de títulos de propiedad, o de otros
derechos sobre aquellos bienes, cuando tales operaciones se adelanten contra la voluntad de los
titulares de los derechos respectivos. Las solicitudes de protección relacionadas con territorios
étnicos, serán enviadas al Ministerio del Interior y de Justicia, para efectos de lo dispuesto en el
artículo 116 de esta ley.

PARÁGRAFO 1o. El propietario, poseedor, ocupante o tenedor de un predio o territorio, o el
Ministerio Público, podrán solicitar la inclusión del mismo en el registro de predios abandonados
y la correspondiente prohibición de enajenación o transferencia. Dicha solicitud deberá ser
atendida por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Círculo respectivo, dentro de
los treinta (30) días siguientes a la fecha en que fue recibida.

PARÁGRAFO 2o. La solicitud de protección se presentará ante las Oficinas del Ministerio
Público y dentro del día siguiente a su recepción; esta deberá ser enviada a la Oficina de Registro
de Instrumentos Públicos del Círculo en donde se encuentre ubicado el predio, para su trámite y
decisión. Decidida la aceptación o el rechazo, informarán a la Superintendencia de Notariado y
Registro dentro de los 5 días siguientes a la ejecutoria del Acto Administrativo, para lo de su
competencia.



PARÁGRAFO 3o. En cualquier caso, la prescripción ordinaria, la prescripción extraordinaria,
los procesos de saneamiento de la propiedad y los de jurisdicción coactiva, se suspenden en
beneficio de los desplazados por la violencia y mientras dure el desplazamiento forzado.

PARÁGRAFO 4o. Los Notarios y Registradores de Instrumentos Públicos, so pena de incurrir en
causal de mala conducta sancionable con la destitución, se abstendrán respectivamente, de
autorizar e inscribir escrituras públicas que contengan la transmisión del dominio de dichos
predios.
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